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Presentación
Mª Jesús Álvarez González

Presidenta de la Junta General del Principado de Asturias

Si el Aula Parlamentaria de la Junta General del Principa-
do de Asturias fue creada como foro de reflexión de rele-
vantes personalidades del mundo del Derecho, la Política,
la Economía y la Historia, hoy, con la presencia entre noso-
tros de Don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, ilustra,
como pocas veces, su propia razón de ser.

Pues, en efecto, pocas personalidades del mundo de las
Ciencias Sociales y de la vida institucional serán tan rele-
vantes como Don Manuel Jiménez de Parga, cuya biografía
aúna, en infrecuente aleación, la excelencia científica y una
decidida vocación de servicio público del intelectual com-
prometido con el Estado y la sociedad.

Granadino de pro -no en vano ha sido distinguido con el
título de Hijo Predilecto de Andalucía-, Don Manuel Jimé-
nez de Parga, Catedrático de Derecho Constitucional de la
Universidad de Barcelona, de la que fue Rector, y de la Uni-
versidad Complutense de Madrid, y Doctor Honoris causa
por  la Universidad de Burdeos y la Universidad Rey Juan
Carlos de Madrid, fue diputado de las Cortes Constituyen-
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tes por Barcelona y Ministro de Trabajo en el primer Go-
bierno democrático. Fue también embajador del Reino de
España ante la Organización Internacional de Trabajo,
Consejero de Estado y es miembro de la Orden del Mérito
Constitucional. Ha recibido la Gran Cruz de Carlos III, má-
xima condecoración del Reino de España, posee también la
Gran Cruz de Alfonso X El Sabio y la Medalla de Oro del
Centro de Estudios Ramón Carande, y es miembro de la Re-
al Academia de Ciencias Morales y Políticas.

En 1995, se incorporó como Magistrado al Tribunal
Constitucional, que preside desde el año 2001, y en el que
ha actuado como Ponente de sentencias capitales y ha sus-
crito votos particulares no menos importantes.

Es autor de una producción bibliográfica tan extensa co-
mo intensa. Entre sus obras, figuran   «La ilusión política»,
«Democracia y sociedad» y «Los regímenes políticos con-
temporáneos». Producción bibliográfica  que no le impidió
encontrar todavía tiempo para firmar en su momento con el
seudónimo «Secondat» (en un guiño a Montesquieu), jugo-
sos artículos en la prensa, a la que sigue aún fiel en colabo-
raciones lógicamente más esporádicas, pero que hacen bue-
no el perfil de «Juez enamorado del periodismo» que se ha
dado de Don Manuel.

En esta sesión, Don Manuel, a quien acompañan en su
desplazamiento a la Junta General  los letrados asturianos
del Tribunal Constitucional, Don Juan Luis Requejo Pagés
y Don Juan Carlos Duque Villanueva, letrado además de
nuestro Parlamento, a quienes agradecemos vivamente su
presencia entre nosotros, disertará sobre  «Estado autonó-
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mico y lealtad constitucional», un tema que por su enjundia
constitucional y rabiosa actualidad da prueba en su elec-
ción de esa sensibilidad del señor Jiménez de Parga para
poner su sólido saber al servicio de los asuntos que ocupan
y preocupan a la sociedad de su tiempo.

La lealtad constitucional es, me atrevo a decir, aun en
presencia de tantos expertos, el eje sobre el que debe pivo-
tar el entero Estado autonómico, un modelo abierto pero de-
finido en sus líneas maestras entre las que la lealtad es  al
mismo tiempo valor referencial y método de discusión y de-
bate.

Pero, en fin, no voy a ser yo naturalmente quien les ha-
ble de lealtad constitucional en el Estado autonómico te-
niendo aquí a mi lado a Don Manuel Jiménez de Parga,
quien pone broche de oro al ciclo de conferencias organiza-
do por esta Junta General con motivo de la conmemoración
del XX Aniversario de nuestro Estatuto de Autonomía. Sin
más demora, les dejo con el Presidente del Tribunal Consti-
tucional.
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I.

Cada vez es más frecuente entre nosotros la invocación a
la lealtad. Aunque se entienda esta palabra, “lealtad”, de va-
rios modos, podemos convenir en que denota un compromi-
so más allá del estricto cumplimiento de la letra de la ley.
No basta con atenerse a lo que ésta dispone, en la literalidad
de su expresión, sino que es preciso atender a lo que la ley
persigue; a su espíritu, si se quiere, al que las palabras no
siempre hacen justicia y en ocasiones traicionan.

Si la ley de la que hablamos es la Constitución, se enten-
derá que la generalidad y la ambivalencia frecuente de su ex-
presión escrita se prestan especialmente a diversas interpre-
taciones de la lealtad a ella. Las Constituciones, se dice, son
normas de estructura abierta, pues sólo desde la apertura
pueden dar cabida a una realidad que no será pronto la que
tuvieron presente quienes la adoptaron. La Constitución es,
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ante todo, norma interpretable y por ello susceptible de una
pluralidad de entendimientos. En otro caso sería expresión
de la voluntad de la generación que la impuso y privaría de
la condición de soberanas a las sucesivas generaciones vi-
vas, que únicamente la asumirán como propia en la medida
en que encuentren en ella un instrumento útil para hacer
frente a sus urgencias y aspiraciones. La Constitución, en su-
ma, y en palabras muy tempranas del Tribunal Constitucio-
nal, ha de ser un marco de coincidencias lo suficientemente
amplio como para que en su interior tengan cabida orienta-
ciones políticas del más diverso signo (STC 11/1981, de 8 de
abril). Y ha de serlo en todo tiempo.

Norma, por tanto, de configuración procesal, pero en la
que se proclaman principios y se incluyen postulados y nor-
mas de cumplimiento obligatorio. Pero si no se quiere petri-
ficarla y hacerla inservible al cabo del tiempo, la Constitu-
ción ha de posibilitar el tránsito ordenado de las decisiones
que en cada momento convengan a la sucesión de las gene-
raciones vivas, brindando para ello un marco de formaliza-
ción de la voluntad común. La Constitución debe ser un cau-
ce para la discusión ordenada en Derecho, dependiendo su
fortuna de la generosidad observada a la hora de determinar
el ámbito de lo discutible.

Pero la lealtad a la Constitución no puede alcanzarse con
la sola observancia de la legalidad positiva. El acatamiento
de la Constitución es algo más que el respeto a la lógica del
sistema en el que los preceptos se insertan formalmente.
Más allá de esa lógica, la Constitución atiende a determina-
dos fines que transcienden a la positividad de sus mandatos.
Se explica así la paradoja de que sea posible censurar la con-
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ducta de quien, ajustándose a la letra de la Constitución, no
se atiene a lo que impone su espíritu. El respeto a la Consti-
tución no se satisface únicamente desde la legalidad, sino
que se extiende necesariamente al ámbito de la lealtad, en-
tendida como adhesión a fines y valores vinculantes en todo
caso, los principios constitucionales, por más que la legali-
dad positiva no haya sido capaz de formalizarlos.

Dicho esto, la lealtad es un concepto que debe utilizarse
con cuidado. Cifrar la constitucionalidad de una norma o de
una conducta en el respeto a fines, valores e ideales que la
Constitución no ha formalizado de manera expresa, es tanto
como subvertir la positividad en iusnaturalismo y permitir
que éste se imponga incluso a la inequívoca voluntad de los
preceptos constitucionales, cuando éstos no se ajusten al ide-
al normativo que en último término se sitúa por encima de la
legalidad positiva. La Constitución deja de ser así una nor-
ma ordenadora de procedimientos, pues sólo se tendrán por
válidos los procesos que conduzcan derechamente al ideal
presupuesto.

Ahora bien, cuando, como sucede en España, la Consti-
tución contiene normas sustantivas, proclama principios y es
servidora de ciertos valores, la lealtad encuentra terreno abo-
nado para la imposición de límites y condiciones.

Es cierto que en España no tiene asiento la democracia
combativa o militante. No es posible que se excluya de raíz
la posibilidad de que algunas decisiones se formalicen como
el contenido de la voluntad de la Nación. Pues bien, sólo
desde esta premisa, sobre la que ahora me detendré, podría
darse cabida en nuestro Ordenamiento al concepto de adhe-
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sión constitucional, variante de la lealtad, concebida como
compromiso con las reglas del procedimiento.

Por democracia militante se entiende aquélla que impo-
ne límites a la convertibilidad de las voluntades particulares
en la voluntad general o común. No todas las ideas son igua-
les en el marco de una democracia combativa, pues algunas
son tenidas por ilegítimas en su raíz. Para que esto sea así es
preciso que la propia Constitución haya establecido límites a
lo jurídicamente posible. No obstáculos procesales, se en-
tiende, sino límites sustantivos. Es decir, la Constitución ha
de imponer límites materiales a su procedimiento de refor-
ma, declarando inviables los proyectos de revisión que afec-
ten a determinadas decisiones materiales, valores o princi-
pios, que se convierten así en indiscutibles e innegociables.
En consecuencia, las opciones políticas o ideológicas cons-
truidas alrededor de valores y principios contrarios no tie-
nen, sencillamente, posibilidad de prosperar jurídicamente y
deben ser, por ello, proscritos y hasta perseguidos.

El compromiso exigible a los actores políticos no se con-
trae en tal caso a los límites de un procedimiento de forma-
lización de la voluntad general, sino que, abundando en el
terreno de las decisiones materiales y de los valores, impli-
ca también la adhesión al universo ideológico que la Consti-
tución sustrae del ámbito de lo revisable y, por tanto, de lo
discutible. No basta el compromiso con las reglas del juego,
sino que es también necesaria la adhesión a contenidos con-
tra los que no pueden utilizarse aquellas reglas. En otros tér-
minos, las reglas diseñan un juego del que se excluyen algu-
nas decisiones y movimientos, en beneficio de opciones que
se sustraen a la revisión. Y como quiera que el efecto revisor
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puede derivarse también de una utilización fraudulenta de
las reglas de juego, no basta el respeto a éstas si el resultado
conduce a una opción prohibida. El fin alcanzado se con-
vierte así en criterio determinante de la legitimidad del uso
de las reglas.

La Constitución de 1978 no permite este tipo de lealtad,
entendida como adhesión a valores y principios constitucio-
nalmente inmutables. Y ello, sencillamente, porque, a dife-
rencia de la Ley Fundamental de Bonn, nuestro texto cons-
titucional no opone límites sustantivos a su reforma. Todo es
constitucionalmente posible si se observa el procedimiento
debido en cada caso. Falta, pues, el presupuesto necesario
para exigir algo más que la observancia de las normas de re-
visión.

Sin embargo, esta última observancia puede ser también
objeto de compromisos que trasciendan la literalidad de los
preceptos que configuran ese procedimiento de formación
de la voluntad del pueblo español en que la Constitución
consiste. Porque si con la lealtad se significa una suerte de
adhesión a fines que transcienden a la norma, las procesales
son también normas dirigidas a un fin y éste puede erigirse
en criterio de su observancia. Ocurre, sin embargo, que tra-
tándose de las reglas procesales de un sistema democrático,
ese fin sólo puede ser el de la máxima apertura y continui-
dad del juego, con derivados tales como el del obligado res-
peto a la minoría. Puede hablarse también aquí de sujeción a
un valor transcendente a las normas positivas, pero ese valor
sólo puede ser de orden procesal: se tratará de que ninguna
voluntad se imponga al margen del procedimiento y de que
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por encima de toda otra consideración el procedimiento de
revisión y su subsistencia sean tenidos por el valor supremo.

II.

Desde este planteamiento es posible trazar límites implí-
citos a la reforma de la Constitución y proscribir como ile-
gítimas las ideologías totalitarias o defensoras del uso de la
fuerza como alternativa a los procedimientos establecidos.
Entraríamos así en la discusión acerca de la defensa de la de-
mocracia frente a sí misma. No quiero hoy llevar allí mis re-
flexiones. En esta Junta General, a veinte años del inicio de
la andadura autonómica del Principado, me parece más con-
veniente orientarlas al otro gran terreno en el que la lealtad
a los procesos constitucionales tiene un merecido protago-
nismo: las relaciones entre el Estado y las Comunidades Au-
tónomas.

Como en tantas cosas, también aquí nuestra doctrina es
tributaria de la dogmática constitucional alemana, que ha he-
cho de la Bundestreue, la lealtad federal, uno de los princi-
pios fundamentales de su modelo de distribución territorial
del poder público. En realidad, y como veremos, se le ha lle-
gado a definir como un principio inherente a la división ho-
rizontal del poder, válido, pues, más allá de la variante es-
trictamente federal. Desde luego, en nuestro caso su operati-
vidad es mayor si cabe que en otros modelos descentraliza-
dos, habida cuenta de la singularidad de nuestro proceso au-
tonómico.
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Sabido es que nuestro modelo territorial de organización
del Estado no fue rematado por la Constitución; fue defini-
do, pero sólo bosquejado. Cierto es que los principios y fun-
damentos del modelo están perfectamente establecidos: so-
beranía del pueblo español, unidad de la Nación española,
supremacía de la Constitución; en otras palabras, necesidad
del Estado y contingencia de la distribución territorial del
poder político entre éste y otros sujetos.

La completa construcción del modelo no pudo ser obra
del poder constituyente, sino que hubo de ser encomendada
a poderes ya constituidos. Aquí radica una de las singulari-
dades del modelo, que lo diferencia de lo que es común en
la experiencia comparada. Si en los sistemas de países ex-
tranjeros la lealtad se concibe como un principio medular,
tanto más habrá de serlo en España, donde, sencillamente,
las previsiones normativas explícitas no han podido llegar
tan lejos como hubiera sido deseable.

Estamos, pues, ante un principio estructural extraordina-
riamente proteico, pero por ello mismo de manejo delicado.
De él se derivan pautas de conducta, modelos de comporta-
miento; llegado el caso, también, algún fundamento para
pronunciamientos de constitucionalidad. Así ha sucedido en
Alemania y así podría ocurrir en nuestro Derecho. Tratándo-
se, pues, de un principio que se dice inherente a toda distri-
bución territorial del poder y que, sin embargo, la Constitu-
ción ni siquiera menciona, se impone, antes que otra cosa,
delimitar su contenido, marcando la distancia que pueda me-
diar con conceptos afines (así, la solidaridad, a la que sí se
refiere la Constitución). Después intentaremos precisar las
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obligaciones jurídico–políticas concretas en las que se tra-
duce aquel principio.

A) El concepto.- La Constitución española, tan rica en
valores y principios, no incluye el de la lealtad. Sí lo hacen
la belga (art. 143) o la de la Confederación suiza (art. 44).
Tampoco lo menciona la Ley Fundamental de Bonn, por más
que el Tribunal Constitucional Federal lo utilice en tanto que
constitutivo de la esencia del principio federal. Se trataría,
en definitiva, de Derecho Constitucional no escrito.

Nuestra Constitución se refiere a un principio muy apro-
ximado: el de solidaridad, que de acuerdo con el artículo 2
se garantiza en las relaciones entre Comunidades Autóno-
mas. Otros preceptos constitucionales abundan en la cita de
ese principio, que, pese a su proximidad conceptual, es más
restrictivo que el de lealtad; éste, la lealtad, a todos se ex-
tiende (y no sólo a las Comunidades Autónomas) y tiene una
dimensión más amplia que la estrictamente económica que
cabe deducir de las menciones constitucionales a la solidari-
dad.

Como primera tentativa de definición, y siguiendo a la
obra clásica de H.W. Bayer (Die Bundestreue, 1961), puede
ser de utilidad reducir la lealtad federal —que para nosotros
es más propiamente lealtad autonómica— a la exigencia de
que el Estado y las Comunidades Autónomas tengan en
cuenta, en su conducta, los intereses del conjunto. Este pun-
to de partida nos lleva por derroteros que no son de tránsito
fácil, dada la dificultad de definir el interés general, espe-
cialmente en un Estado de las Autonomías, en el que los po-
deres públicos defienden intereses propios o más inmedia-
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tos. Pero es el camino por el que se ha arriesgado en alguna
ocasión el Tribunal Constitucional, que en la STC 64/1990,
de 5 de abril, ha insistido en la necesidad de que el Estado y
las Comunidades Autónomas, “en el ejercicio de sus compe-
tencias, se abstengan de adoptar decisiones o realizar actos
que perjudiquen o perturben el interés general y tengan, por
el contrario, en cuenta la comunidad de intereses que les vin-
cula entre sí y que no puede resultar disgregada o menosca-
bada a consecuencia de una gestión insolidaria de sus pro-
pios intereses”.

En una conferencia que pronuncié hace unos cinco años
en el Club Siglo XXI, de Madrid, expuse que, a mi juicio, el
interés general de España es un principio constitucional y
constitucionalizado. Es algo más que un criterio de atribu-
ción y reparto de competencias. No es un título específico,
sino el principio que inspira a todos ellos. Es el principio
configurador del reparto de competencias entre el Estado y
las CC. AA.

He de admitir que el Tribunal Constitucional, sobre el in-
terés general de España, ha elaborado una doctrina que, por
el momento, resulta incompleta. Se forma con tesis inacaba-
das. Quizá por ello tanto ese principio constitucional, como
el principio de solidaridad, están necesitados de atención.

Arranca bien nuestra jurisprudencia con la STC 4/1981.
Allí se afirma que los principios incluidos en la Constitución
tienen carácter informador de todo el ordenamiento jurídico.
Se dice también que la autonomía es un poder limitado, pre-
cisándose:

– Que la autonomía no es soberanía.
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– Que la autonomía no puede oponerse a la unidad de la
Nación española.

– Que la autonomía no ha de incidir negativamente en los
intereses generales de la Nación.

– Que la autonomía lo es en función del criterio del res-
pectivo interés.

Y se proclama en esa STC 4/1981: “La supremacía del
interés de la Nación”.

Sin embargo, en una posterior Sentencia, en la 37/1981,
se da un giro de gran trascendencia.

Según esta última STC 37/1981, los “intereses respecti-
vos” sirven (o cumplen la función) de orientar al legislador,
el cual atribuye libremente las competencias para la gestión
de aquéllos, de los “intereses respectivos”. Esto significa
que el “interés” es un dato definido por la ley. En caso de
conflicto, la determinación de las competencias no puede
hacerse recurriendo a la noción de interés respectivo, salvo
cuando la propia definición legal lo exija. No es el juez, si-
no el legislador, el que define el interés respectivo.

Con este cambio el Tribunal Constitucional parece negar
(aunque no lo haga expresamente) que el interés general de
España sea un principio informador, como cualquier princi-
pio general, del ordenamiento; y el interés general deja de
ser el norte, en el sentido de dirección o guía, de la organi-
zación territorial de España.

Creo que esta devaluación del principio constitucional
“interés general de España”, obliga a que prestemos aten-
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ción al asunto, procurando que la jurisprudencia del Tribu-
nal Constitucional se perfile definitivamente con el oportu-
no renacimiento de su primera posición, la expuesta en la
Sentencia 4/1981, de 2 de febrero de 1981.

Algunos, en una posición doctrinal diferente han intenta-
do prescindir del concepto del interés general y, aproximan-
do la cuestión al terreno más practicable de la distribución
de competencias, definen la lealtad autonómica como el
comportamiento favorable al mantenimiento y desarrollo de
la estructura de división vertical del poder prevista en la
Constitución (von Wahlendorf). En palabras del Tribunal
Constitucional alemán, el principio de lealtad se traduce en
la obligación de observar un comportamiento favorable a la
federación (STCF 12, 205-254), en el bien entendido de que
“federación” no alude aquí al mal llamado “Estado central”,
sino a la totalidad formada por éste y las Comunidades Au-
tónomas y a la que en propiedad corresponde la condición de
“Estado”.

Es conveniente insistir en que el principio de lealtad no
es una cláusula competencial, sino que, presuponiendo un
sistema de competencias ya distribuidas, procura que su fun-
cionamiento no se desvirtúe con el menoscabo de unas co-
mo consecuencia del ejercicio de otras, por más que ese ejer-
cicio se ajuste a la literalidad de las normas distributivas o,
incluso, a la lógica del sistema que forman todas las cláusu-
las competenciales. Por otro lado, no es un principio delimi-
tador del terreno propio de cada cual en el marco de compe-
tencias compartidas, sino que justamente despliega su mayor
virtualidad en el ámbito de las competencias exclusivas.
Simplificando quizás las cosas en extremo, la lealtad consti-
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tucional, en su dimensión autonómica, se concreta en la obli-
gación de ajustar la conducta propia a la idea de que las com-
petencias nunca se disfrutan con carácter verdaderamente
exclusivo, si con ello se entiende que su ejercicio puede ser
excluyente. En definitiva, la descentralización del poder no
sirve a la disolución del Estado, sino a su mejor ordenación
y eficacia, desde el mayor respeto a la libertad del individuo.
Libertad, a la postre, cuya defensa es tan inherente a la dis-
tribución vertical del poder como a la que en su día teorizó
Montesquieu en su dimensión horizontal.

Por eso también la lealtad, como principio, no puede cir-
cunscribirse a la sola relación entre el Estado central y las
Comunidades Autónomas. En la medida en que se trata de la
distribución del poder, también ha de contarse con el que la
Constitución confía a los Municipios y garantiza con la au-
tonomía local. El Principado de Asturias, Comunidad histó-
rica, una de las seis Comunidades Autónomas uniprovincia-
les y carente, por tanto, de la intermediación de las Diputa-
ciones, es, con sus 78 Concejos, terreno adecuado para una
articulación de las Administraciones Públicas concurrentes
en su territorio que se fundamente en la lógica implícita al
principio de lealtad. Quiero decir que, de alguna manera, la
inexistencia de un nivel administrativo permite configurar
un régimen singular de relaciones cuyas directrices deberían
inspirarse en aquel principio, sobre cuyas concreciones nor-
mativas luego me extenderé.

Por último, y por lo mismo, el proceso de construcción
europea, tan necesitado de pautas y directrices, puede en-
contrar en la idea de lealtad (ahora comunitaria) un valioso
canon. Desde nuestra perspectiva nacional, la lealtad (toda-
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vía constitucional) impone la obligación de conjugar con in-
teligencia la defensa de los intereses propios ante las instan-
cias comunitarias, y ello, aunque a menudo se olvide, pasa
por asegurar la continuidad del protagonismo del Estado en
el proceso de construcción de Europa, única forma de dotar
de alguna fuerza operativa a Regiones que por sí solas ten-
drían una presencia menos significada en ese proceso. En
suma, sí a la Europa de las Regiones, pero sólo si éstas se
aglutinan en los Estados, verdaderos sujetos de la Unión.
Resulta una frivolidad propugnar la disolución de nuestro
medio más eficaz de inserción en Europa: el Estado que to-
dos, Comunidades Autónomas e instituciones centrales, con-
figuran de manera indisociable.

La lealtad es un verdadero principio constitucional, con
todo cuanto eso implica. En primerísimo lugar, su condición
normativa, lo que lo distancia, por ejemplo, de la mera cor-
tesía del Derecho Internacional y lo aproxima a la buena fe.
Aunque sin confundirse con ésta, por cuanto el fin último de
la lealtad no es otro que la consecución de una unión más es-
trecha entre las partes que conforman un todo, el Estado,
yendo así más allá del aseguramiento de una expectativa en
el cumplimiento del deber ajeno por parte de quien persigue
sus propios intereses, sólo circunstancialmente coincidentes
con los que defiende quien con él contrata. No estamos aquí
en el terreno del Derecho Civil, atento principalmente a la
satisfacción del interés particular, sino en el del Derecho
Constitucional, consagrado a la conjunción de una plurali-
dad de intereses en un interés general, común y superior.
Creo que ésa es la idea capital del concepto. Con la lealtad
se persigue un fin aparentemente contrario al que parece
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propiciarse con la descentralización política: La comunión
más estrecha entre unas partes que, si se relacionan en tér-
minos de un movimiento de suyo centrífugo, lo hacen con un
evidente propósito de aglutinamiento, que resultará tanto
más eficaz y beneficioso cuanto más se favorezca el desa-
rrollo de las capacidades de las partes. Algo que, facilitado
por el ejercicio autónomo de determinadas competencias, re-
dunda en beneficio de todos cuando el fruto de esas capaci-
dades ya desarrolladas se incorporan al proyecto común.
Descentralizar no es separar o desmembrar, sino tomar lo
mejor de cada fuerza para lograr una fuerza mayor, superior
y distinta. Esta filosofía no es otra, al fin y al cabo, que la
que toma cuerpo en el principio de lealtad.

B) Las obligaciones.- Y, por fin, las obligaciones. ¿En
qué se traduce el principio de lealtad constitucional?

Hay que advertir que la Constitución es una norma jurí-
dico–política, que se proyecta sobre una realidad en la que
sus elementos configuradores son el Derecho y el Poder. No
son “partes” de un todo, sino “principios”, mutuamente
coimplicados. Lo político formaliza a lo jurídico, en el Or-
denamiento constitucional, y lo jurídico formaliza a lo polí-
tico.

Hay que proceder con cuidado. El principio de lealtad no
es una norma atributiva de competencias, sino que más bien
se traduce en un cierto estilo en el ejercicio de las compe-
tencias propias. Deducir de algo, que es difícil de precisar en
Derecho, alguna obligación jurídica, no es tarea fácil, ni qui-
zás aconsejable. Sin ir más lejos, porque con ello se pondría
en manos del Tribunal Constitucional una herramienta for-
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midable para ahormar nuestro modelo de Estado, pues con-
ferir carácter normativo a pautas de conducta que no se de-
ducen del Derecho positivo, sino de un principio, es tanto
como hacer del Tribunal Constitucional un verdadero poder
constituyente. Su entendimiento de las obligaciones inhe-
rentes a la lealtad terminarían por imponerse a las prescrip-
ciones mismas de la Constitución escrita.

La experiencia alemana ilustra bien este peligro, como lo
demuestra la enconada polémica suscitada por aquel Tribu-
nal Constitucional cuando hizo de la lealtad el criterio deci-
sorio en un conflicto de competencia (STCF 12, 205, asun-
to Televisión). Por ello han de extremarse las cautelas y di-
luir el valor normativo de las prescripciones que puedan de-
rivarse de este principio. En realidad, así ha de hacerse con
cualquier principio, y no sólo con el que ahora me ocupa, si
no se quiere hacer de la interpretación y aplicación de las
normas un verdadero ejercicio creativo, propio de otras ins-
tancias ajenas a la jurisdicción. En todo caso, y hecha esta
advertencia sobre el desaconsejable valor decisorio de esas
pautas de conducta, lo cierto es que alguna normatividad
merecen, por más que su contravención no deba esperar san-
ciones jurisdiccionales y sí, más bien, políticas o sociales, al
cabo tanto o más efectivas, en ocasiones, que las que pueden
impartir los Tribunales de justicia.

Como primera obligación cabría apuntar un deber recí-
proco de información y consulta, en el sentido más amplio
de la expresión. Deber referido, por tanto, al suministro de
información que facilite el ejercicio de las competencias aje-
nas. Una auténtica colaboración en materias de responsabi-
lidad compartida. El concierto de voluntades cuando el ejer-

25



cicio de una competencia, por más que pueda ser exclusiva,
redunde inevitablemente en los intereses de quienes no son
sus titulares. Aquí caben desde las técnicas de auxilio y asis-
tencia entre Administraciones hasta, muy singularmente, la
creación de procedimientos de audiencia y consulta que ha-
gan posible, por ejemplo, que la actuación internacional del
Estado, competencia exclusiva de las instituciones centrales,
sea expresión de una voluntad en la que hayan intervenido
las Administraciones formalmente incompetentes pero ma-
terialmente interesadas.

Puede hablarse, en segundo término, de un deber de vo-
luntad negociadora, con el que se destierran la imposición y
el unilateralismo, por más que una y otro puedan encontrar
apoyo en la distribución formal de competencias. En defini-
tiva, una obligación de discutir y negociar más allá de lo ju-
rídicamente exigible y de hacerlo, naturalmente, con una
efectiva voluntad de compromiso. El campo de ejercicio de
esta obligación, como bien se entiende, se confunde con el
de la actividad pública toda, pero encuentra un lugar desta-
cado en las conferencias sectoriales. En el marco de los pro-
cesos sustanciados ante el Tribunal Constitucional, un deri-
vado de esa obligación ha podido traducirse recientemente
en la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal que ha pro-
rrogado el plazo para la interposición de recursos de incons-
titucionalidad de contenido competencial cuando se acredita
una cierta disposición al entendimiento entre las Adminis-
traciones eventualmente contendientes. Como es natural, to-
do esto ha de entenderse en sus términos debidos, sin con-
fundir la voluntad de compromiso con la pura y simple ne-
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gociación sobre las competencias en disputa, pues éstas, co-
mo se sabe, son siempre innegociables.

Por continuar con este intento de relación de obligacio-
nes, que no es exhaustiva, puede aludirse a un eventual de-
ber de atención a las consecuencias de los actos propios. No
sólo, claro está, a los efectos inmediatos y directos sobre sus
destinatarios o sobre el interés al que de manera directa está
subordinado el ejercicio de las competencias propias, sino a
los que puedan producirse más allá de ese círculo, afectando
a otras Comunidades Autónomas o al conjunto del Estado.
La jurisprudencia alemana ofrece un rico panorama de su-
puestos, fundamentalmente en materia de retribuciones de
funcionarios, en los que ese deber de atención a las conse-
cuencias externas termina en ocasiones por pesar más que la
competencia que legítimamente se ha ejercido. Dicho gráfi-
camente, se trata de dulcificar el ejercicio de competencias
formalmente indiscutibles, en el bien entendido de que su
ejercicio puro y duro acaso sólo sea censurable si alcanza a
convertirse en un abuso de Derecho. De nuevo, el riesgo de
cruzar así el límite de la positividad se hace otra vez presen-
te; de ahí la importancia de la autocontención responsable
del Tribunal Constitucional en el manejo de este tipo de he-
rramientas.

Podría referirme a otra obligación que, sin embargo, en
cierto modo resume y compendia todas las demás. Me refie-
ro a un cierto talante en las formas, el estilo y los procedi-
mientos. Un talante que conlleva un notable espíritu depor-
tivo. No tanto entre las instituciones llamadas a entenderse,
sino entre sus protagonistas, muchas veces escindidos en dos
lealtades: la que les impone su condición de servidores pú-
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blicos y la que deben al partido cuyo programa tienen el de-
ber de ejecutar en cumplimiento de un mandato de sus elec-
tores. El panorama adquiere ahora una nueva dimensión, tan
perturbadora como cabe esperar de la entrada en escena de
unos actores, los partidos, que sostienen y conducen entre
bambalinas todo el peso de la representación. 

El estilo de vida democrático es imprescindible. Al tra-
tarse de una realidad jurídico–política, los usos, las costum-
bres y las convenciones adquieren especial relieve. Como
advierte Friedrich, al iniciar sus consideraciones sobre la de-
mocracia, si bien “una Constitución es decisiva para la defi-
nición”, sólo es “el punto de partida para el desarrollo cons-
tante en el que los usos y costumbres desempeñan un gran
papel”. Hay que concebir la Constitución en su cotidiana
aplicación, con los usos y las costumbres que completan el
perfil del Ordenamiento; una “Constitución viviente”, como
quería Sternberger.

En esta Constitución viva la lealtad no puede faltar.
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